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Exp.949/2022

PRIMERA SALA UNITARIA 
EXPEDIENTE: 949/2022/1
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

TESORERO MUNICIPAL DEL H. AYUNTAMIENTO DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSI.

MAGISTRADA:

MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS. 

   
San Luis Potosí, San Luis Potosí, quince de julio de dos mil veintiséis. 

V I S T O,  para resolver en definitiva los autos del juicio  contencioso administrativo número 949/2022/1, promovido por **********, en su carácter de Apoderado Legal de la persona moral denominada “**********.”, contra actos del TESORERO MUNICIPAL DEL H. AYUNTAMIENTO DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSI; y,
R E S U L T A N D O:


I.- Previo cumplimiento del acuerdo de veintisiete de octubre de dos mil veintidós, mediante el cual le fue formulado requerimiento, por lo que una vez cumplimentado el mismo, se dictó el auto de diecisiete de febrero de dos mil veintitrés, en el que se tuvo a**********, en su carácter de Apoderado Legal de la persona moral denominada “**********.”, demandando el acto, y respecto de la Autoridad que enseguida se precisan:
La parte actora impugna lo siguiente:
La resolución con número de oficio**********, de diez de julio de dos mil veintidós, emitida por el Tesorero Municipal de Soledad de Graciano Sánchez San Luis Potosí; a través de la cual, se determina un crédito fiscal por la cantidad de $**********.), por concepto de concesión del servicio público de panteón y sus accesorios. 


Autoridad Demandada: 
Tesorero del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí.


II.- Substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las once horas con treinta minutos del día trece de abril de dos mil veintitrés, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.


III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, haciéndose constar la inasistencia de las partes del presente juicio ni autorizado o delegado alguno de las mismas. Acto seguido, el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito inicial de demanda y al de contestación, señalando las pruebas ofrecidas por las partes, y se hizo constar que no se les desechó ninguna prueba, y se desahogaron las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza. Enseguida, se hizo constar que no había pruebas pendientes por desahogar, y en período de alegatos se certificó que no se formularon éstos por ninguna de las partes, por lo que se citó para resolver en definitiva.

CONSIDERANDO

  PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.-De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad del Ciudadano**********, en su carácter de Apoderado Legal de la persona moral denominada “**********.”, quedó debidamente justificada con el Poder General para Pleitos y Cobranzas que consta en el instrumento**********, pasado ante la fe del Notario Público número diecinueve con ejercicio en el Primer Distrito Judicial del Estado, mismo que en copia certificada se acompañó a la demanda, y que es visible a fojas de la 44 a la 48 del expediente en que se actúa, y que tiene pleno valor probatorio de acuerdo a lo que dispone el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Por su parte, **********, quien comparece en su carácter de Tesorero del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, justificó su personalidad de Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento citado, con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor por la Presidenta Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, mismo que acompañó al escrito de contestación de demanda, documento visible a foja 145 del expediente en que se actúa, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo tercero del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución con número de oficio**********, de diez de julio de dos mil veintidós, emitida por el Tesorero Municipal de Soledad de Graciano Sánchez San Luis Potosí; a través de la cual, se determina un crédito fiscal por la cantidad de $**********), por concepto de concesión del servicio público de panteón y sus accesorios, que señala el actor, en el capítulo denominado “RESOLUCION O ACTO QUE SE IMPUGNA”, de su escrito inicial de demanda, mismo que quedó precisado en el RESULTANDO I, de esta de resolución.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
Al respecto este Órgano Jurisdiccional advierte que el que comparece en su carácter de Tesorero del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí; al contestar la demanda señala la improcedencia del presente juicio, atento a lo dispuesto en el artículo 228 fracciones V, VI y IX del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y hace valer el sobreseimiento del juicio, conforme a lo dispuesto en el numeral 229 fracción II y V de citado ordenamiento legal, así mismo refiere a manera de excepción, la de sin derecho y sin acción; sin embargo, no expone argumentos tendientes a la improcedencia, sobreseimiento y excepción que hace valer, además de que hace referencia a que la parte actora no acredita los argumentos vertidos en el escrito inicial de demanda, lo cual corresponde al análisis que se haga del fondo del asunto, de ahí que no resultan procedentes las cuestiones de improcedencia, sobreseimiento y excepciones que hace valer.
En este sentido, de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia o sobreseimiento, sin advertir alguna que hacer valer, en virtud de lo cual es procedente continuar con el análisis de los conceptos de impugnación planteados por el accionante.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a fojas 8 a la 37 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.- La resolución impugnada en la presente controversia la constituye, la resolución con número de oficio**********, de diez de julio de dos mil veintidós, emitida por el Tesorero Municipal de Soledad de Graciano Sánchez San Luis Potosí; a través de la cual, se determina un crédito fiscal por la cantidad de $**********.), por concepto de concesión del servicio público de panteón y sus accesorios, la cual consta a fojas 49 a la 62, del presente expediente, a la que se le concede valor probatorio pleno en términos del numeral 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Al respecto, esta Primera Sala Unitaria procede al estudio y análisis del primer concepto de impugnación, en el que el demandante se refiere a la caducidad de las facultades de comprobación, y por tanto para la determinación de crédito fiscal, por lo que se refiere al ejercicio fiscal 2017, para lo cual indicó que la Tesorería del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, no ha efectuado notificación alguna en la que comunique a su representada (**********.) el ejercicio de las facultades de comprobación que prevé el Código Fiscal del Estado, y que realizó el pago de derechos de la concesión para la prestación del servicio público de panteón correspondientes al ejercicio fiscal 2017, con fecha 21 de febrero de 2017, por lo que es en esta fecha en que se tuvo pleno conocimiento de la información necesaria para determinar sobre el cumplimiento de la obligación fiscal, y de considerarlo necesario ejercer sus facultades de comprobación, y es a partir de esa fecha que se realiza el computo de la caducidad de las facultades de comprobación y para determinar algún crédito fiscal, derivado del pago de derechos por la concesión para la prestación del servicio público de panteón correspondientes al ejercicio fiscal 2017, por lo que el plazo de caducidad de cinco años a que se refiere el artículo 37 del Código Fiscal del Estado, comenzó a correr el 22 de febrero de 2017 y feneció el 22 de febrero de 2022. Por tanto, considera que para cuando se emitió la resolución impugnada, ya habían caducado las facultades de comprobación de la determinación del crédito fiscal por el ejercicio fiscal 2017.

A juicio de la Magistrada Titular de esta Primera Sala Unitaria, el concepto de impugnación que se analiza resulta ser fundado, ello en virtud de las siguientes consideraciones.
En primer término resulta pertinente la transcripción del artículo 37 del Código Fiscal del Estado, situación que se realiza a continuación: 
ARTICULO 37.- “Las facultades de las autoridades para comprobar el cumplimiento de obligaciones fiscales de pago de contribuciones y accesorios, así como presentación de declaraciones, avisos y documentos, al igual que para determinar créditos fiscales, caducan en cinco años, contados a partir de la fecha en que se haya presentado la información necesaria para que la autoridad hubiera podido determinar la obligación o, en su defecto, a partir de la fecha en que haya ocurrido el hecho generador de la obligación o vencido el plazo para su cumplimiento. 
El plazo de caducidad, podrá ser de diez años en los casos en que el contribuyente no se haya inscrito en el padrón o registro correspondiente o no conserve en el plazo legal, la contabilidad o documentación a que esté obligado. 

El plazo de caducidad se suspende durante el ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad y durante la tramitación de los medios de defensa y juicios a que tenga derecho el contribuyente. En todo caso, el plazo de caducidad, incluyendo las suspensiones, no podrá exceder de diez años. 

Los contribuyentes podrán solicitar a la autoridad fiscal que se declare expresamente la caducidad de sus facultades de comprobación o determinación respecto de una obligación concreta, así como oponer como excepción este derecho en los medios de defensa.

”
”El énfasis es añadido”

Del precepto legal transcrito se advierte que las facultades de las autoridades para comprobar el cumplimiento de obligaciones fiscales de pago de contribuciones y accesorios, así como para determinar créditos fiscales, caducan en cinco contados a partir de la fecha en que se haya presentado la información necesaria para que la autoridad hubiera podido determinar la obligación, o de la fecha en que haya vencido el plazo para su cumplimiento, según sea el caso.
Así mismo la parte Actora manifiesta que ha caducado la facultad de la autoridad respecto de las facultades de comprobación y de determinación del crédito fiscal por lo que respecta al pago relativo al ejercicio fiscal 2017, el cual fue efectuado el 21 de febrero de 2017, por lo que la autoridad pudo haber ejercido sus facultades de comprobación del pago a partir de la fecha citada. 
En este orden de ideas, se tiene que la parte Actora, manifiesta en el agravio que se estudia, que el supuesto en el que se encuentra, es el del término de cinco años, y que durante ese tiempo no se ha efectuado notificación alguna en la que se comunique a**********., el ejercicio de facultades de comprobación que prevé el Código Fiscal del Estado, ni en visita domiciliaria, ni en requerimiento de documentación fuera de visita domiciliaria, a lo que se denomina revisión de gabinete, por lo que niega que se hayan efectuado actos que suspendieran el término de caducidad, es decir, el ejercicio de alguna facultad de comprobación o la presentación de algún medio de impugnación, por lo que el plazo para la caducidad del crédito fiscal, no se suspendió. 
Respecto al concepto de impugnación que esgrime la Actora, la Autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda no hace ningún argumento, que combata el concepto de impugnación aquí analizado, por lo que se presumen por cierto lo manifestado en dicho apartado, es decir, en cuanto a que la parte Actora se encuentra en el supuesto que contempla el término de cinco años; sin que éste se hubiera suspendido con motivo del ejercicio de facultades de comprobación de la autoridad demandada, resultando aplicable por analogía, la siguientes tesis jurisprudencial:
Novena Época. No. Registro: 175350. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXIII, Abril de 2006. Materia(s): Administrativa. Tesis: IV.1o.A.32 A. Página: 987

CRÉDITO FISCAL. CUANDO EL ACTOR NIEGA LISA Y LLANAMENTE SU ORIGEN Y NOTIFICACIÓN CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DEMANDADA LA CARGA DE LA PRUEBA. Conforme al artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales; empero, éstas deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones si el afectado los niega lisa y llanamente, excepto cuando la negativa implique la afirmación de un hecho diverso. De lo anterior, se deduce que la presunción de legalidad a que alude dicho numeral subsiste en principio, por disponerlo así en forma categórica el propio precepto, pero ante la negativa lisa y llana del actor respecto al conocimiento del origen del crédito y su respectiva notificación, la autoridad demandada debe demostrar con toda claridad y precisión su motivo o causa generadora, así como la forma y términos en que se llevó a cabo la notificación respectiva.
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.
En consecuencia, el parámetro que debe tomarse en cuenta para el computo del término previsto por el artículo 37 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí invocado, debe computarse a partir de la fecha en que la actora dio cumplimiento con la obligación de pago en fecha 21 de febrero de 2017, fecha a partir de la cual, la demandada pudo haber ejercido sus facultades de comprobación respecto de la correcta determinación de dicho pago. 
De conformidad con lo establecido en la Cláusula Segunda, del Decreto número 146, publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, el 02 de julio de 1991 mil novecientos noventa y uno, el pago de la concesión otorgada a la moral actora, debía hacerse los primeros dos meses de cada año (ver fojas 63 a la 77 del presente expediente), dicha cláusula segunda estipula lo siguiente:
“…SEGUNDA.- La Concesionaria se obliga a pagar como contraprestación la cantidad de $**********.) al año, la cual se pagará durante los primeros dos meses de cada año y esta suma será aumentada en forma proporcional a los incrementos que de la inflación anual fije el Banco Nacional de México.”
(…)”

De la cláusula transcrita con antelación, se desprende que el pago derivado de la concesión del servicio público de panteón, debía ser pagado por la concesionaria durante los primeros dos meses de cada año, y que dicha suma sería aumentada en forma proporcional a los incrementos que de la inflación anual fije el Banco Nacional de México.

En el caso que nos ocupa, la parte actora refiere que su representada realizó el pago de derechos por la concesión para la prestación del servicio público de panteón, correspondiente al ejercicio fiscal 2017, con fecha 21 de febrero de 2017, lo cual acredita con las copias certificadas de las documentales consistentes en el comprobante fiscal digital por internet, factura serie **********número de folio**********, de fecha 21 de febrero de 2017, que ampara el pago por la cantidad de $**********.) con cheque nominativo, por concepto de anualidad por la concesión de servicios del ejercicio fiscal 2017, expedida por el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, a favor de**********., aunado a la copia simple del estado de cuenta de cheques que corresponde al mes de febrero de 2017, de la cuenta a nombre de la moral actora, en la que se observa en el detalle de movimientos de la cuenta de referencia, el cargo por la cantidad anotada (ver fojas 84 a la 88 del presente sumario), documentales que no fueron objetadas por la autoridad demandada, por lo que concatenadas entre sí, se les confiere pleno valor probatorio con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, para acreditar el pago de anualidad por la concesión de servicios, respecto del ejercicio 2017.
Ahora bien, del análisis a la documental en donde consta el acto impugnado, consistente en la resolución con número de oficio**********, de diez de julio de dos mil veintidós, emitida por el Tesorero Municipal de Soledad de Graciano Sánchez San Luis Potosí, visible a fojas de la 50 a la 62 del expediente en que se actúa; a la cual se le confiere pleno valor probatorio con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,  en relación con el artículo 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se desprende de la misma que se le determinó un crédito fiscal, respecto del pago de la contraprestación a que se refiere la Cláusula Segunda, de la Concesión del Servicio Público de Panteón a**********. otorgada mediante Decreto 146, publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, el 02 dos de julio de 1991 mil novecientos noventa y uno, vigente a la fecha, de acuerdo al Decreto 474 que contiene la autorización al Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, para prorrogar por un término de quince años, la concesión del servicio público de panteón a dicha empresa, publicado en el periódico oficial del Estado el 21 veintiuno de junio de 2008 dos mil ocho, resolución de la cual se determina el pago de varios ejercicios fiscales, entre los que se encuentra el correspondiente al año 2017 dos mil diecisiete.
En tal virtud, por lo que respecta al pago que debía efectuar la concesionaria, correspondiente al ejercicio fiscal 2017, las facultades de la autoridad para comprobar el cumplimiento de obligaciones fiscales de pago de contribuciones, se encuentran caducas, en razón de que el cómputo del plazo para que opere la caducidad, inició a partir de la fecha en que la concesionaria realizó el pago, pues a partir de esa fecha la autoridad contaba con información para determinar el correcto cumplimiento de la obligación tributaria de acuerdo con lo establecido en el numeral  37 del del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
Asimismo,  de conformidad con lo previsto en la Cláusula Segunda, del Decreto número 146, publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, el 02 de julio de 1991 mil novecientos noventa y uno, el pago de la concesión otorgada a la moral actora, debía hacerse los primeros dos meses de cada año, hipótesis que fue cumplida por la actora el 21 de febrero de 2017. 
En ese sentido, se tiene que el plazo para que la demandada ejerciera sus facultades de comprobación pudieron ser legalmente ejercidas a partir de esa fecha y hasta por cinco años, esto es, a más tardar el 21 de febrero de 2022.
En las relatadas condiciones, el crédito determinado en la resolución impugnada, la cual fue notificada el 15 de agosto de 2022, con sustento en la constancia del instructivo de notificación que ofreció la parte actora en su escrito inicial de demanda (ver foja 49), se desprende que en efecto, habían caducado las facultades de la autoridad para emitir dicho crédito fiscal en lo que corresponde al ejercicio fiscal 2017.

No pasa desapercibido para esta Sala Unitaria, que el actor argumenta haber cubierto la anualidad por la concesión de servicios del ejercicio fiscal 2017, con base en el comprobante fiscal digital por internet, factura serie **********número de folio**********, de fecha 21 de febrero de 2017, por la cantidad de $**********.) con cheque nominativo, expedida por el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, a favor de**********.; Documental que consta a fojas 84 a la 86 del presente sumario, por lo que al tratarse de una factura electrónica, debe ser  corroborada con la información generada en medios electrónicos, por lo que al consultar el documento digital, para verificar su autenticidad, con base en los datos relativos a: clave del Registro Federal de Contribuyentes, tanto de quien la expide, como de la persona a favor de la que se consigna, número de folio fiscal y digital del Servicio de Administración Tributaria, los cuales son verificados por esta Sala Unitaria, en el link **********en  verificación de comprobantes digitales por Internet, de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Servicio de Administración Tributaria, con los siguientes resultados:
********** (SE SUPRIME DOCUMENTO DIGITALIZADO)
En virtud del resultado anterior, se permite autenticar su contenido, de manera que es apto para demostrar que el pago de anualidad del ejercicio 2017, se efectuó el día 21 de febrero de 2017, por lo que a partir de esta fecha, en que la Tesorería del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, tuvo pleno conocimiento de la información para determinar sobre el cumplimiento de dicha obligación fiscal, por lo que si se efectúa el computo de la caducidad de las facultades de comprobación, a partir de esa data, para determinar el crédito fiscal, el plazo de caducidad de cinco años, en términos del numeral 37 del Código Fiscal del Estado, inicio el 21 de febrero de 2017, y concluyó el 21 de febrero de 2022, por lo que tomando en cuenta que la determinación del crédito fiscal respectivo, se hizo del conocimiento de la parte actora el 15 de agosto de 2022, con base en el instructivo de notificación que consta a foja 49 de este sumario, se reitera que las facultades de la autoridad habían caducado respecto del ejercicio fiscal 2017.

En ese orden de ideas, se concluye válidamente la nulidad de la resolución impugnada, en la que se consignó como determinación de crédito fiscal, a cargo de la moral actora, derivado de la concesión del servicio público de panteón, la omisión de pago, únicamente de la contraprestación del ejercicio fiscal 2017, en virtud de que a la fecha en que tuvo conocimiento la accionante del mismo, ya habían caducado las facultades de la autoridad fiscal para determinar dicho crédito fiscal.

En un diverso motivo de disenso, la parte actora se duele de la resolución determinante del crédito fiscal, por virtud de no haber considerado el contenido de la Cláusula Primera del Convenio Celebrado entre el H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí y**********., relativo a la concesión para prestar el Servicio Público de Panteón por un término de quince años, aprobado en el Decreto 146 de la Quincuagésima Tercera legislatura del Honorable Congreso del Estado, y publicado en el Periódico Oficial del Estado del 2 de julio de 1991, ya que conforme  a la citada cláusula, la concesión tendría vigencia a partir del inicio de operaciones, lo cual no ocurrió en 1992, sino hasta el ejercicio fiscal de 1993, como ya se ha indicado con antelación, y ofrece la documental correspondiente al aviso de inicio de actividades.
Refiere la parte demandante que, la errónea apreciación de la cláusula primera del convenio citado, incide en la cuantificación de las obligaciones a cargo de su representada, establecidas en la resolución determinante impugnada, pues al considerar el cobro por la cantidad de $**********.), para el ejercicio fiscal 1992, se parte de una premisa equivocada para cuantificar las obligaciones que establece fueron omitidas en los ejercicios fiscales: 2017, 2018  y 2022, así como las que se establece fueron enteradas indebidamente (ejercicios fiscales 2019, 2020, y 2021).
Aduce la parte actora que, la base monetaria de **********prevista en la Cláusula Segunda del Convenio de Concesión, se considera a partir del ejercicio fiscal de 1992, en que no se habían iniciado operaciones, lo cual genera un incremento indebido en el cálculo de las obligaciones de su representada, misma que se ve incrementada exponencialmente con la aplicación del factor de inflación anual, lo que genera un impacto en la cuantificación de las obligaciones que establece fueron omitidas en los ejercicios fiscales que hace referencia, y las que establece fueron enteradas indebidamente (2019, 2020 y 2021).
Concluye, señalando que la realidad es que el pago que corresponde al ejercicio fiscal de 1992, fue la cantidad de $**********.), equivalente a los $**********.), prevista en la cláusula segunda del convenio de concesión, los cuales fueron enterados debidamente con la aplicación del depósito realizado con antelación por la cantidad de $**********.), con base en el certificado de entero número ********** de 12 de septiembre de 1990, y el pago remanente por la cantidad de  $**********.), derivado del cambio de la unidad del sistema monetario que entró en vigencia en 1993; lo que considera provoca la ilegalidad de la determinación y cuantificación de los accesorios de las contribuciones, como lo son las actualizaciones y los recargos e imposición y cuantificación de las multas fiscales.
El argumento expuesto resulta fundado, conforme a las siguientes consideraciones legales y en la medida que se indica:

De conformidad con lo previsto en la Cláusula PRIMERA, del Decreto número 146, publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, el 02 de julio de 1991 mil novecientos noventa y uno, mediante el cual se aprueba en todas y cada una de sus partes el Convenio celebrado entre el H. Ayuntamiento Constitucional de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí y la Sociedad “**********”, al que se le concede valor probatorio pleno en términos del numeral 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, documento en el que se formalizó entre otras, conforme a la siguiente Cláusula:

“…PRIMERA.- El H. Ayuntamiento otorga la concesión para la prestación del servicio parcial de panteones a la Concesionaria, por un término de quince años contados a partir de que la última inicie la prestación de este servicio, la cual deberá notificar al propio Ayuntamiento, la concesión es parcial porque el Ayuntamiento seguirá prestando servicios de panteón en el Municipio y no podrá otorgarse durante el tiempo de vigencia de la concesión la explotación del panteón a ningún otro particular…”

Lo resaltado es nuestro.
En efecto, se tiene a la vista la documental en copia certificada por fedatario público –visible a fojas 78 y 79 de los presentes autos- ofertada por la parte actora, consistente en el escrito signado por el Licenciado **********en su carácter de Administrador Único del**********., en el que consta el sello de recepción por parte de la Presidencia Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, con fecha de 28 de Junio de 1993, mediante el cual el signatario notifica al Ayuntamiento del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, el inicio de la prestación del servicio público de panteones, a partir de la fecha de recepción de la misma (28 de junio de 1993), documento privado que no fue objetado por la demandada, por lo que adquiere valor probatorio pleno, de conformidad con lo previsto en el artículo 72, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y que por su relevancia se transcribe a continuación lo conducente:
“…**********
,…”
Lo resaltado es nuestro.

De lo transcrito con antelación, se advierte que el Administrador Único de la moral aquí actora, en cumplimiento a la cláusula PRIMERA del Convenio celebrado entre el H. Ayuntamiento Constitucional de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí y la Sociedad “**********”, notificó debidamente al citado Ayuntamiento, la fecha de inicio de la prestación del servicio parcial de panteones, a partir de la fecha de recepción de dicho escrito, que lo fue el 28 de junio de 1993.
Es en virtud de lo anterior, por lo que a criterio de la Titular de esta Sala Unitaria, el acto impugnado en el presente juicio es ilegal, en razón de que la emisora no tomó en consideración lo estipulado en el acto origen, es decir en el Convenio del cual deriva la obligación de pago de la contraprestación referente a la concesión del servicio público de panteón, concretamente a lo establecido en la cláusula Primera, relativo a la notificación que realiza la  aquí moral actora (concesionaria) al otorgante de la concesión Ayuntamiento del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, respecto de la fecha de inicio de la prestación del servicio público de panteones, que corresponde al día 28 de junio de 1993, con base en la documental privada reseñada en párrafos anteriores.
Conforme a lo anterior, la autoridad demandada dejo de observar la fecha de inicio de operaciones de la moral actora, (28 de junio de 1993), en contravención a la cláusula primera del Convenio multicitado, ello al haber establecido en la resolución determinante del crédito fiscal el cobro por la cantidad de $**********.) para el ejercicio fiscal 1992, lo cual causa efecto en el cálculo de las obligaciones de pago, y por ende se refleja un incremento con la aplicación del factor de inflación anual, al cuantificar las obligaciones fiscales que establece la autoridad fueron omitidas  de los ejercicios fiscales 2018 y 2022, así como las obligaciones que establece que fueron enteradas indebidamente, las que corresponden a los ejercicios fiscales 2019, 2020 y 2021.

Para mayor claridad se digitaliza el recuadro que se contiene en el acto impugnado y precisa los ejercicios fiscales, mes, monto concesión, inflación anual, monto inflación y monto actualizado, que corresponde pagar a la moral actora, por concepto de concesión del servicio de panteón, en los siguientes términos:
**********(SE SUPRIME DOCUMENTO DIGITALIZADO)
Como se aprecia de la imagen digitalizada, se desprende que a la aquí moral actora en su calidad de contribuyente, se le determinan obligaciones derivadas del pago de derechos por concepto de concesión del servicio de panteón, de diversos ejercicios fiscales, entre los que se encuentra en principio el ejercicio fiscal 1992, que inicia con el monto de concesión por la cantidad de $**********.), estipulada en la cláusula SEGUNDA del convenio multicitado (Decreto 146 de la Quincuagésima Tercera Legislatura del Honorable Congreso del Estado, publicado el 2 de julio 1991, en el Periódico Oficial del Estado), a la cual se le adiciona  el monto de la inflación, con base en el factor correspondiente al mes de enero del ejercicio fiscal 1992, por lo cual se desatiende lo estipulado en la cláusula PRIMERA, en la que las partes convienen que el término concedido para la prestación del servicio parcial de panteones a la concesionaria, se cuenta a partir de que ésta inicie la prestación del servicio, la que sería notificada al propio Ayuntamiento, aviso que ocurrió hasta el día 28 de junio de 1993, por lo que correspondía realizar el cobro para efectos del pago de derechos de la concesión, a partir del ejercicio fiscal 1993, a virtud de la data en que se efectúa el inicio de operaciones, de ahí la ilegalidad de la determinación que se impugna.
En ese orden de ideas, el pago que procedía inicialmente era el correspondiente al ejercicio fiscal de 1993, por la cantidad de $**********.), lo cual es el equivalente a los $**********), estipulados en la cláusula SEGUNDA del citado convenio, toda vez que mediante el Decreto publicado el 22 de junio de 1992, en el Diario Oficial de la Federación, del que deriva que a partir del 1 de enero de 1993 entró en vigencia una nueva unidad monetaria para los Estados Unidos Mexicanos equivalente a mil pesos actuales, pago que señala la parte actora haber efectuado en la forma y términos que refiere en su escrito inicial de demanda.
En tal virtud, la obligación de pago se actualiza hasta el ejercicio fiscal de 1993, por lo que la cuantificación de las obligaciones a cargo de la parte actora al considerar de manera incorrecta el ejercicio fiscal 1992, es evidente que el resultado impacta en los montos efectuados en la determinación impugnada, ello al aplicar la inflación anual a la cantidad establecida en la cláusula SEGUNDA, del convenio origen de la obligación de pago, que prevé que la suma establecida sería aumentada en forma proporcional a los incrementos que de inflación anual fije el Banco Nacional de México.
En ese contexto, cobra relevancia lo establecido por el artículo 7° fracción I, del Código Fiscal del Estado, que prevé:
ARTICULO 7º.- “Para efectos de las disposiciones fiscales estatales se entiende por:  

I. Contribuciones: los impuestos, los derechos y las contribuciones de mejoras. Se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal,…”
Conforme al dispositivo anterior, para efectos de las disposiciones fiscales del estado, los derechos se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal, de ahí que si el crédito fiscal nace en el momento en que se realizan las situaciones jurídicas o de hecho que dan origen a dicha obligación tributaria, en el presente asunto al dar inicio la prestación del servicio de panteones de la moral actora, el 28 de junio de 1993, es a partir de esa fecha que nace la obligación fiscal; por lo que al haber considerado la demandada, en la determinación del crédito fiscal combatida, el cobro de la cantidad de**********.), a partir del ejercicio fiscal 1992, es por lo cual resulta equívoca la cuantificación de las obligaciones de los ejercicios fiscales que determina, por concepto de concesión de servicio de panteón, al actualizarse la situación jurídica o de hecho que da origen a la obligación tributaria, a partir del ejercicio fiscal 1993.
En el concepto de impugnación TERCERO, la parte actora se duele de la determinación del crédito fiscal en comento, pues contrario a lo expuesto en la misma, afirma que si efectuó el pago por el ejercicio fiscal 2017, de ahí que no existe la omisión de contribuciones, además de que si fue realizado de  manera correcta, para lo cual acompaña las documentales consistentes en el comprobante fiscal digital por internet, factura serie **********número de folio**********, de 21 de febrero de 2017, que ampara la cantidad de $**********con cheque nominativo, por concepto de anualidad por la concesión de servicios del ejercicio fiscal 2017, expedida por el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, a favor de**********., pago que se corrobora con el estado de cuenta que corresponde al mes de febrero de 2017, de la cuenta número**********, de**********. Institución de Banca Múltiple Grupo Financiero**********, a nombre de**********., en el que se observa se hizo efectivo el cheque con el cargo correspondiente, por lo que las facultades de comprobación y determinación de contribuciones por dicho ejercicio fiscal ya habían caducado al emitirse la resolución determinante del crédito fiscal. 
Respecto a dicho argumento, se reiteran las consideraciones expuestas en el estudio realizado al primer concepto de impugnación, con base en las cuales se determinó la nulidad de la resolución impugnada, en la que se consignó como determinación de crédito fiscal, a cargo de la moral actora, derivado de la concesión del servicio público de panteón, la omisión de pago del ejercicio fiscal 2017, en virtud de que a la fecha en que tuvo conocimiento del crédito la parte actora, ya habían caducado las facultades de la autoridad fiscal para determinar dicho crédito fiscal, en relación únicamente al citado ejercicio fiscal. 
En el mismo concepto de impugnación, la parte actora se inconforma, al considerar que si la base monetaria de $**********.) prevista en la cláusula Segunda del Convenio de Concesión, se toma en cuenta a partir de ejercicio fiscal 1992, en que aún no se habían iniciado operaciones, ello genera un incremento indebido en el cálculo de las obligaciones de su representada, ello al impactar y acumular la inflación del ejercicio fiscal 1992, y estableciendo como pago para el ejercicio siguiente, es decir el que respecta a 1993, por la cantidad de $**********.), en su equivalente a $**********.), la cual se ve incrementada de manera exponencial, al aplicar el factor de inflación anual, lo que genera un impacto en la cuantificación de las obligaciones que se establece fueron omitidas (ejercicios fiscales 2017, 2018 y 2022), así como las que se establece que fueron enteradas indebidamente (ejercicios fiscales 2019, 2020 y 2021), señalando que realmente el pago correspondiente al ejercicio fiscal 1993 fue la cantidad prevista en la cláusula Segunda del convenio de concesión, los cuales aduce fueron enterados debidamente en los términos que refiere.
Una vez analizado el argumento expuesto por la parte actora, y los documentos de prueba que obran en autos, ofertados por la parte actora, la Titular de esta Sala Unitaria considera que dicho concepto de anulación resulta fundado, conforme a lo siguiente:

Es pertinente señalar el contenido de las Cláusulas PRIMERA y SEGUNDA, del Decreto número 146, publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, el 02 de julio de 1991 mil novecientos noventa y uno, que contiene la aprobación del convenio celebrado entre el H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, y**********., relacionado a la concesión para la prestación del servicio público de panteón, por un término de quince años, las que son del tenor siguiente:
“…**********
.”

(…)”

De las cláusula transcritas, se advierte en lo conducente tanto el inicio del término de la concesión, la cual deberá ser notificada por la concesionaria al propio Ayuntamiento, como también que el pago derivado de la concesión del servicio público de panteón, debía ser pagado por la concesionaria durante los primeros dos meses de cada año, y que dicha suma sería aumentada en forma proporcional a los incrementos que de la inflación anual fije el Banco Nacional de México.

En ese sentido, conforme a lo argumentado por la parte actora, y como ya quedo definido en párrafos anteriores, la obligación de pago con cargo a la parte actora, inició en el ejercicio fiscal de 1993, en virtud de la fecha de notificación de la concesionaria, al Ayuntamiento citado, en relación al inicio de operaciones, por lo cual si la cantidad determinada, la cual estaba obligada a pagar la concesionaria de manera anual, se vería incrementada de manera proporcional, con base en los incrementos del factor de ajuste anual por inflación, fijada por el Banco Nacional de México, conforme a la cláusula segunda del convenio en cita, es por lo que la determinación de crédito fiscal resulta incorrecta, toda vez que la autoridad emisora, establece en principio el ejercicio fiscal 1992 y la inflación anual por lo que hace a dicho ejercicio, como se aprecia de lo siguiente:
	Ejercicio
	Mes 
	Inflación anual

	1992
	Enero
	17.95


Por tanto, con base en la fecha de inicio de operaciones, lo correcto es efectuar el cálculo del cobro de la obligación fiscal, a partir del ejercicio fiscal 1993, al que aún no correspondía aplicar la inflación anual fijada por el Banco Nacional de México y por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), toda vez que en dicha anualidad correspondía pagar únicamente la cantidad estipulada como contraprestación, y es hasta el siguiente ejercicio fiscal (1994), en que la suma pactada se vería aumentada proporcionalmente conforme a los incrementos que de la inflación anual fije el Banco Nacional de México, considerando el período anual anterior, al ejercicio fiscal respecto del cual se debe efectuar el pago, y que previa consulta al portal que concentra la información estadística sobre la inflación: **********, el pago a efectuar quedaría como sigue:

	Ejercicio
	mes
	Monto concesión
	Inflación anual
	Monto inflación
	Monto actualizado

	1993
	Enero
	$**********
	
	
	$**********

	1994
	Enero
	$**********
	8.01
	$**********
	$**********


En este contexto, atendiendo el monto de pago inicial de la concesión que el contribuyente estaba obligado a pagar durante los primeros dos meses de dicha anualidad ($**********=  $**********.), la inflación anual que corresponde al ejercicio fiscal del año 1993, y el monto inflación consecuencia de aplicar la operación aritmética correspondiente, lo cual impacta en el monto actualizado, como se advierte de lo anterior.
En consecuencia, existen diferencias al contrastar el resultado que obtuvo la autoridad al determinar erróneamente la contribución a partir del ejercicio fiscal 1992, con el siguiente resultado:
	Ejercicio
	mes
	Monto concesión
	Inflación anual
	Monto inflación
	Monto actualizado

	1992
	Enero
	$**********
	17.95
	$**********
	$**********

	1993
	Enero
	$**********
	11.32
	$**********
	$**********


Conforme a lo anterior, y con independencia del cambio de la unidad del sistema monetario que entró en vigencia en 1993, la diferencia de los resultados de los montos actualizados, de los mencionados ejercicios fiscales, evidentemente tienen un efecto en perjuicio de la parte actora, máxime que el monto de la inflación se incrementa de manera proporcional, en consecuencia, dada la relevancia de las modificaciones en los montos de los subsecuentes períodos, por lo cual inciden de manera directa en el incremento en la cuantificación de las obligaciones con cargo a la moral demandante, lo cual produce efectos reales en el patrimonio del contribuyente, que causan un perjuicio en el particular.

Por otra parte, la accionante, aduce una indebida determinación del crédito fiscal, al efectuarse de manera diversa a lo previsto en la cláusula Segunda del Convenio de concesión para la prestación del servicio público de panteón es de $**********), para lo cual señala que de la aplicación de las cláusulas primera y segunda del convenio en comento, se establecen las siguientes premisas:
1. Que la obligación de pago de derechos por la concesión nace a partir del inicio de actividades.
2. Que el período de pago de derechos por la concesión para la prestación del servicio público, es anual.
3. Que las fechas de pago, para cumplimiento de la obligación fiscal, corresponde a los meses de enero y febrero de cada ejercicio fiscal.
4. Que para el cálculo de los derechos por la concesión, se establece una base monetaria de $**********.), lo cual corresponde en la actualidad a la cantidad de $**********.), a la que se debe aplicar el factor correspondiente a la inflación anual para determinar su aumento para el siguiente ejercicio fiscal.
5. Que considerando que las fechas de pago corresponden a los dos primeros meses del ejercicio fiscal, y por otra parte que se refiere a la inflación anual, el factor de aumento corresponde a la inflación del ejercicio fiscal inmediato anterior al que se paga.
6. Que para establecer el factor de aumento en los ejercicios fiscales tercero y posteriores, se debe considerar la inflación acumulada en los períodos anuales anteriores, al del ejercicio fiscal en que se debe efectuar el pago, de modo que el factor refleje efectivamente el aumento conforme a la inflación anualizada.
La parte actora se duele de que en el considerando Segundo de la resolución impugnada, la tesorería establece la obligación de pago a partir de 1991, estableciendo una tabla que precisa la inflación anual fijada por el Banco de México, el ejercicio fiscal, el monto concesión, inflación anual, monto inflación, y monto actualizado, así mismo se precisa la creación de la nueva unidad  del sistema monetario en vigencia a partir del 1 de enero de 1993, y conforme a lo anterior en el considerando tercero de la determinación impugnada, se establece que por los ejercicios fiscales 2017, 2018, 2019, 2020 , 2021 y 2022, a la aquí representada le correspondía pagar por concepto de derechos por la concesión para la prestación del servicio público de panteón, la cantidad de $**********, como enseguida se señala:
[image: image1.emf]
En el mismo concepto de impugnación, refiere la demandante que  la emisora concluye,  que no existe registro de pago de los ejercicios fiscales 2017, 2018 y 2022, y que respecto de los ejercicios fiscales 2019, 2020  y 2021, sí obran registros de pagos, pero los montos no corresponden a la cantidad actualizada conforme a la inflación, por lo que determina una cantidad de $**********por contribuciones omitidas, por lo cual considera que dicha determinación por contribuciones omitidas resulta ilegal, por lo siguiente:
1. Si se efectuó el pago de derechos por la concesión para la prestación del servicio público de panteón, correspondiente al ejercicio 2017, con fecha 21 de febrero de 2017.

En ese sentido, se reiteran las consideraciones legales expuestas en párrafos anteriores, en relación a la caducidad de las facultades de la autoridad en lo que hace únicamente al ejercicio fiscal 2017, por lo que se tiene por reproducido en este apartado en obvio de repeticiones innecesarias.

2. La obligación de pago nació al darse el aviso de inicio de actividades, lo que ocurrió hasta el ejercicio fiscal 1993.
En relación a lo anterior, de igual forma se reiteran las consideraciones legales que se expresaron en párrafos que anteceden, en los que se concluyó que  el inicio de la prestación del servicio de panteones de la moral actora, fue el 28 de junio de 1993, por lo que es a partir de esta fecha que nació la obligación fiscal; de ahí que se consideró ilegal cuantificar las obligaciones fiscales determinadas, a partir del ejercicio fiscal 1992, por concepto de concesión de servicio de panteón; por tanto resultaba evidente que el pago correspondiente al ejercicio fiscal 1993 fue la cantidad de $**********), derivado del cambio de unidad del sistema monetario en vigor a partir de 1993, equivalente a los $**********) monto previsto en la cláusula segunda del convenio de concesión; tales consideraciones legales se tienen por reproducidas en este apartado en obvio de repeticiones innecesarias.
3.- Error metodológico en la determinación del monto de las contribuciones, ya que se aplica la inflación correspondiente al ejercicio fiscal que se cobra lo que es imposible, y no corresponde a lo establecido en la cláusula Segunda del Convenio.
La parte actora argumenta que, en el considerando segundo de la determinación del crédito fiscal impugnado, se establece la inflación anual correspondiente a cada ejercicio fiscal, factor que se debe aplicar para el pago de derechos para el ejercicio fiscal subsecuente, ya que el factor de aumento se establece por la inflación anual, sin embargo en el considerando Segundo se presenta una tabla que en la parte relativa al factor de inflación anual de los ejercicios fiscales 2017 a 2022, corresponde al establecido para el mismo ejercicio fiscal en que se debe efectuar el pago de derechos; lo cual considera que es ilegal al corresponder que la aplicación del factor de aumento es el que corresponde al ejercicio fiscal anterior.
Como cuestión previa, debe mencionarse que la determinación de crédito fiscal impugnada, tiene su origen en el Decreto número 146, publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, el 02 de julio de 1991 mil novecientos noventa y uno, que contiene la aprobación del convenio celebrado entre el H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, y**********., relacionado a la concesión para la prestación del servicio público de panteón, por un término de quince años, el cual fue prorrogado por un término de quince años, contados a partir de la entrada en vigor del Decreto 474, publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, el 21 de junio de 2008 dos mil ocho (ver fojas 81 a la 83 del presente expediente).
Ahora bien, en el caso concreto, de conformidad con lo estipulado en la cláusula SEGUNDA, del Convenio de referencia, las partes convienen que la Concesionaria se obliga a pagar como contraprestación la cantidad de $**********) al año, la cual se pagará durante los primeros dos meses de cada año y esta suma será aumentada en forma proporcional a los incrementos que de la inflación anual fije el Banco Nacional de México, de lo cual se aprecia  que fijan con precisión la obligación adquirida por medio de la convención, de pagar al año la cantidad anotada, la que deberá ser pagada durante los dos primeros meses de cada anualidad, la cual se incrementa conforme a la inflación anual fijada por el Banco Nacional de México, dados los términos del convenio, el incremento del monto de la inflación es anualizada, en estas condiciones, resulta evidente que en efecto, es ilegal la determinación del crédito fiscal, al aplicar el factor de aumento correspondiente al mismo ejercicio fiscal que determina, pues con base en lo convenido, si el pago del ejercicio fiscal respectivo se debe pagar durante los primeros dos meses de cada año, lo lógico es considerar el incremento de la inflación anual, del ejercicio fiscal que antecede, que para la época de pago pactada ya ha sido determinada y fijada por el Banco Nacional de México, máxime que tal situación jurídica ya fue reconocida en el propio convenio, y la voluntad de las partes es la suprema ley en los convenios, por lo que debe estarse a lo concertado en ellos, sin que a la fecha haya sido modificada dicha situación.
Por tanto, resulta fundado el motivo de disenso del accionante, y por ende es ilegal el factor de inflación anual de los ejercicios fiscales 2018 a 2022,  que precisa la autoridad emisora, conforme a la tabla que consta en el Considerando Segundo, en su párrafo cuarto, de la resolución impugnada, al corresponder la inflación anual fijada por el Banco Nacional de México y por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), con base en la consulta al portal que concentra la información estadística sobre la inflación: **********, al mismo ejercicio fiscal en que se debe efectuar el pago de derechos, pues lo admisible de acuerdo a las reglas de la lógica, es tomar en consideración, la inflación anual que corresponde al ejercicio fiscal que precede al ejercicio fiscal que se debe efectuar el pago.

En diverso concepto de impugnación, la parte actora se duele de que la emisora no toma en cuenta  la naturaleza jurídica de la contraprestación a cargo de su representada, para lo cual refiere el Amparo en revisión**********, con fecha de sesión 30 de marzo de 2004, respecto de la concesión y casos en que procede su otorgamiento, señalando las consideraciones que considera conducentes en los términos de su escrito de demanda, de los cuales infiere que el contrato de concesión, si bien no estipula de manera concreta la fórmula legal para realizar la indexación inflacionaria, ello era innecesario dada la naturaleza tributaria de la contraprestación, señalando diversas disposiciones legales (Artículos 1°, 2°, 7°y 9° del Código Fiscal del Estado, y 17-A del Código Fiscal de la Federación)  en las que se apoya para concluir que el cálculo de la base gravable del derecho con cargo a su representada debe hacerse conforme al código tributario, aún cuando no se haya estipulado en el contrato de concesión.
Ahora bien, para mayor claridad del asunto, se transcriben los artículos 9° del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí y 17-A del Código Fiscal de la Federación, que establecen lo siguiente:

ARTICULO 9º.- “Los impuestos, los derechos, las contribuciones de mejoras y los aprovechamientos, así como sus accesorios, se actualizarán conforme al incremento de la inflación reconocida por el Banco de México. Para ello, se aplicará el factor de actualización a que se refiere la legislación fiscal federal.   

El periodo de actualización se considera desde el mes anterior a aquél en que debió hacerse el pago, hasta el mes anterior a aquél en que el mismo se efectúe.  

La contribución actualizada conserva la misma naturaleza jurídica que tenía antes de la actualización.  

La actualización en ningún caso será susceptible de condonarse o reducirse.”

Artículo 17-A.- “El monto de las contribuciones, aprovechamientos, así como de las devoluciones a cargo del fisco federal, se actualizará por el transcurso del tiempo y con motivo de los cambios de precios en el país, para lo cual se aplicará el factor de actualización a las cantidades que se deban actualizar. Dicho factor se obtendrá dividiendo el Indice Nacional de Precios al Consumidor del mes anterior al más reciente del periodo entre el citado índice correspondiente al mes anterior al más antiguo de dicho periodo. Las contribuciones, los aprovechamientos, así como las devoluciones a cargo del fisco federal, no se actualizarán por fracciones de mes.  En los casos en que el Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes anterior al más reciente del periodo, no haya sido publicado por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, la actualización de que se trate se realizará aplicando el último índice mensual publicado.  

Los valores de bienes u operaciones se actualizarán de acuerdo con lo dispuesto por este Artículo, cuando las leyes fiscales así lo establezcan. Las disposiciones señalarán en cada caso el período de que se trate.  

Las cantidades actualizadas conservan la naturaleza jurídica que tenían antes de la actualización. El monto de ésta, determinado en los pagos provisionales, definitivos y del ejercicio, no será deducible ni acreditable.  

Cuando el resultado de la operación a que se refiere el primer párrafo de este artículo sea menor a 1, el factor de actualización que se aplicará al monto de las contribuciones, aprovechamientos y devoluciones a cargo del fisco federal, así como a los valores de bienes u operaciones de que se traten, será 1.  

Las cantidades en moneda nacional que se establezcan en este Código, se actualizarán cuando el incremento porcentual acumulado del Índice Nacional de Precios al Consumidor desde el mes en que se actualizaron por última vez, exceda del 10%. Dicha actualización entrará en vigor a partir del 1 de enero del siguiente ejercicio a aquél en el que se haya dado dicho incremento. Para la actualización mencionada se considerará el período comprendido desde el último mes que se utilizó en el cálculo de la última actualización y hasta el último mes del ejercicio en el que se exceda el porcentaje citado. Para estos efectos, el factor de actualización se obtendrá dividiendo el Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes inmediato anterior al más reciente del período entre el Índice Nacional de Precios al Consumidor correspondiente al último mes que se utilizó en el cálculo de la última actualización.  

Tratándose de cantidades que se establezcan en este Código que no hayan estado sujetas a una actualización en los términos del párrafo anterior, para llevar a cabo su actualización, cuando así proceda en los términos de dicho párrafo, se utilizará el Índice Nacional de Precios al Consumidor correspondiente al mes de noviembre del ejercicio inmediato anterior a aquél en el que hayan entrado en vigor.  

Para determinar el monto de las cantidades a que se refieren los párrafos sexto y séptimo de este artículo, se considerarán, inclusive, las fracciones de peso; no obstante lo anterior, dicho monto se ajustará para que las cantidades de 0.01 a 5.00 pesos en exceso de una decena, se ajusten a la decena inmediata anterior y de 5.01 a 9.99 pesos en exceso de una decena, se ajusten a la decena inmediata superior.  

El Servicio de Administración Tributaria realizará las operaciones aritméticas previstas en este artículo y publicará el factor de actualización así como las cantidades actualizadas en el Diario Oficial de la Federación.  

Cuando de conformidad con las disposiciones fiscales se deban realizar operaciones aritméticas, con el fin de determinar factores o proporciones, las mismas deberán calcularse hasta el diezmilésimo.”

Lo resaltado es nuestro. 

Al respecto resulta conveniente precisar que de los dispositivos legales transcritos, se advierte que establecen en lo que interesa, el factor de actualización, y la fórmula a considerar para su obtención, la que se obtendrá dividiendo el Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes anterior al más reciente del periodo entre el citado índice correspondiente al mes anterior al más antiguo de dicho periodo; sin embargo dicha situación resulta inaplicable al caso en estudio, pues la pretensión de la parte actora es para efecto de que la emisora aplique dicha fórmula para determinar la contribución que habrá de pagarse, desde el período de pago y hasta la fecha de la determinación.
Ahora bien, en el caso concreto es dable acotar que, si en la Cláusula Segunda del Convenio de concesión, se estableció la cantidad fija que habría de pagar la concesionaria durante los dos primeros meses de cada año, suma aumentada de manera proporcional, esto era conforme a la inflación anual fijada por el Banco Nacional de México, cuestión totalmente distinta al factor de actualización que refiere la parte actora, y que establecen los dispositivos legales anotados, en los que se describe la formula correspondiente al factor de actualización.

De este modo, si en el caso el incremento al pago de la contraprestación se determina anualmente, es menester tomar en consideración el índice de inflación anual relativo a la anualidad que antecede al ejercicio fiscal correspondiente al que se aplicará el incremento en proporción al de la inflación anual fijada por el Banco Nacional de México, que puede ser consultado en la página oficial de internet, y el cual será multiplicado por la cantidad que se pretende incrementar, siendo la cantidad aumentada el resultado de dicha multiplicación, procedimiento que es aplicable a los siguientes ejercicios fiscales, de acuerdo a lo estipulado en la cláusula segunda del convenio para la prestación del servicio de panteones.
Bajo ese contexto, resulta evidente que el factor de actualización que señala la parte actora, conforme a la mecánica prevista en las disposiciones legales que invoca, y que pretende se apliquen para actualizar, no resultan procedentes el no corresponder directamente al factor de inflación que incide en su carga tributaria, y en específico al anualizado, para los efectos del aumento de la suma fijada en el Convenio multicitado, lo que sería aplicado de manera proporcional, atento a la voluntad de las partes en el propio convenio; de ahí lo infundado de sus argumentos en ese sentido.
Por otro lado, la parte actora manifiesta que su representada cuenta con los recibos de entero, y estados de cuenta que amparan que se efectuó puntualmente el pago de los ejercicios fiscales de 2017, 2018, 2019, 2020 y 2021, conforme a los siguientes documentos:
· Ejercicio fiscal 2017.- Representación gráfica del comprobante fiscal digital por internet, factura serie **********número de folio**********, de fecha 21 de febrero de 2017, que ampara el pago de la cantidad de $**********, con cheque nominativo, por concepto de anualidad por la concesión de servicios del ejercicio fiscal 2017, expedido por el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, a favor de**********.
· Ejercicio fiscal 2019.- Representación gráfica del comprobante fiscal digital por internet, factura serie **********número de folio**********, de fecha 1 de marzo de 2019, que ampara el pago de la cantidad de $**********m.n.), con cheque nominativo, por concepto de anualidad por la concesión de servicios del ejercicio fiscal 2019, expedido por el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, a favor de**********.

· Ejercicio fiscal 2020.- Representación gráfica del comprobante fiscal digital por internet, factura serie **********número de folio**********, de fecha 27 de febrero de 2020, que ampara el pago de la cantidad de $**********m.n.), con cheque nominativo, por concepto de anualidad por la concesión de servicios del ejercicio fiscal 2020, expedido por el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, a favor de**********.

· Ejercicio fiscal 2021.- Representación gráfica del comprobante fiscal digital por internet, factura serie **********número de folio**********, de fecha 24 de marzo de 2021, que ampara el pago de la cantidad de $**********m.n.), con cheque nominativo, por concepto de anualidad por la concesión de servicios del ejercicio fiscal 2021, expedido por el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, a favor de**********, así como recibo de entero número**********, de fecha 4 de marzo de 2021, emitido por la Tesorería del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, que ampara dicha cantidad, por concepto de anualidad por la concesión de servicios del ejercicio fiscal 2021.

Refiere la parte actora, que los pagos fueron efectuados, conforme a la determinación de la Tesorería del Municipio, a partir de la cual se emitieron los cheques nominativos respectivos.
En este sentido, la autoridad demandada al producir su contestación de demanda señalo que: ”… NO ES CIERTO QUE EN TODO MOMENTO HAYA CUMPLIDO LA PARTE ACTORA A CABALIDAD LAS OBLIGACIONES CONTRAÍDAS EN EL CONVENIO,…”
Ahora bien, con base en el acto impugnado, el cual goza de presunción de validez, conforme a lo previsto en el numeral 248 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la cual debe ser destruida por el inconforme, y a este respecto, del contenido de la resolución se advierte que la emisora en lo conducente señala lo siguiente:
“…En ese sentido, se señala que no existe en los archivos de esta Tesorería Municipal a mi cargo, registro del cumplimiento de pago de la Concesionaria, respecto de los años 2017, 2018 y 2022; y si bien, como se señaló con antelación, respecto a los ejercicios fiscales 2019, 2020 y 2021, obran pagos a nombre de la moral **********los montos no corresponden a la cantidad actualizada conforme a la inflación anual fijada por Banco Nacional de México, según lo estipulado en citada cláusula..”

En lo relativo al pago de los  ejercicios fiscales 2019, 2020 y 2021, que la parte actora afirma haber efectuado, con base en las documentales que precisó, se advierte que en lo relativo al comprobante fiscal digital, factura serie **********número de folio**********, de 1 de marzo de 2019, por la cantidad de $**********m.n.), con cheque nominativo, por concepto de anualidad por la concesión de servicios, expedido por el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, a favor de **********al consultar el documento digital, para verificar su autenticidad, con base en los datos relativos a: clave del Registro Federal de Contribuyentes, tanto de quien la expide, como de la persona a favor de la que se consigna, número de folio fiscal y digital del Servicio de Administración Tributaria, los cuales son verificados por esta Sala Unitaria, en el link**********, en  verificación de comprobantes digitales por Internet, de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Servicio de Administración Tributaria, con los siguientes resultados:
**********(SE SUPRIME DOCUMENTO DIGITALIZADO)
De lo anterior, se permite autenticar su contenido, por lo que es apto para demostrar el pago efectuado en la fecha que se consigna, pago el cual fue considerado por la autoridad emisora, conforme a la determinación de crédito fiscal, en los siguientes términos:

	EJERCICIO
	MONTO ACTUALIZADO
	COMPROBANTE
	FECHA
	MONTO

	2019
	$**********
	**********
	01/03/2019
	$**********


Por lo que hace al comprobante fiscal digital por internet, factura serie **********número de folio**********, de fecha 27 de febrero de 2020, que ampara el pago de la cantidad de $**********m.n.), con cheque nominativo, por concepto de anualidad por la concesión de servicios del ejercicio fiscal 2020, expedido por el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, a favor de**********, al consultar el documento digital, para verificar su autenticidad, con base en los datos relativos a: clave del Registro Federal de Contribuyentes, tanto de quien la expide, como de la persona a favor de la que se consigna, número de folio fiscal y digital del Servicio de Administración Tributaria, los cuales son verificados por esta Sala Unitaria, en el link**********, en  verificación de comprobantes digitales por Internet, de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Servicio de Administración Tributaria, con los siguientes resultados:
********** (SE SUPRIME DOCUMENTO DIGITALIZADO)
De lo anterior, se permite autenticar su contenido, por lo que es apto para demostrar el pago efectuado en la fecha que se consigna, pago el cual fue considerado por la autoridad emisora, conforme a la determinación de crédito fiscal, en los siguientes términos:

	EJERCICIO
	MONTO ACTUALIZADO
	COMPROBANTE
	FECHA
	MONTO

	2020
	$**********
	**********
	27/02/2020
	$**********


En lo que respecta al comprobante fiscal digital, factura serie ********** número de folio**********, de fecha 24 de marzo de 2021, que ampara el pago de la cantidad de $********** con cheque nominativo, por concepto de anualidad por la concesión de servicios del ejercicio fiscal 2021, expedido por el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, a favor de**********, al consultar el documento digital, para verificar su autenticidad, con base en los datos relativos a: clave del Registro Federal de Contribuyentes, tanto de quien la expide, como de la persona a favor de la que se consigna, número de folio fiscal y digital del Servicio de Administración Tributaria, los cuales son verificados por esta Sala Unitaria, en el link**********, en  verificación de comprobantes digitales por Internet, de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Servicio de Administración Tributaria, con los siguientes resultados:
********** (SE SUPRIME DOCUMENTO DIGITALIZADO)
De lo anterior, se permite autenticar su contenido, por lo que es apto para demostrar el pago efectuado en la cantidad y fecha que se consigna, aunado al recibo de entero número**********, de fecha 4 de marzo de 2021 (ver fojas 101 y 102 del presente sumario), emitido por la Tesorería del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, que ampara dicha cantidad, por concepto de anualidad por la concesión de servicios, cuyo pago fue considerado por la autoridad emisora, conforme a la determinación de crédito fiscal, en los siguientes términos:
	EJERCICIO
	MONTO ACTUALIZADO
	COMPROBANTE
	FECHA
	MONTO

	2021
	$**********
	**********
	24/03/2021
	$**********


De lo anterior, se tiene que la parte actora acreditó haber efectuado los pagos de los  ejercicios fiscales 2019, 2020 y 2021, en los términos contenidos en los comprobantes fiscales digitales que anteceden, los cuales fueron considerados por la emisora, en la determinación del crédito fiscal que se controvierte, sin que ello implique que los montos correspondan a la cantidad actualizada correspondiente, con base en la inflación anual fijada por el Banco Nacional de México, conforme a lo estipulado en la Cláusula Segunda del Convenio multicitado, máxime que conforme a las consideraciones legales expuestas en párrafos que anteceden, la emisora determinó de manera incorrecta la contribución a partir del ejercicio fiscal 1992, lo que impacta en el resultado de los montos actualizados de los ejercicios fiscales posteriores.
En lo relativo al ejercicio fiscal 2018, es menester señalar que la parte actora señaló en su escrito inicial de demanda, en lo conducente lo siguiente:

“…Al respecto se debe precisar, que tiene extraviado el comprobante de pago correspondiente al ejercicio fiscal 2018…”

Lo anterior, se toma en consideración, en términos del numeral 78 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al encontrarse contenida dicha expresión en el escrito  de demanda, lo cual adquiere valor probatorio pleno en términos del numeral 72 fracción I, del citado ordenamiento legal, por lo que en relación a la contribución relativa al ejercicio fiscal 2018, no se acredita que haya sido cubierto su pago, con independencia de que la accionante afirme haber realizado el pago correspondiente, toda vez que si bien en la resolución impugnada se determina omitida la contribución que corresponde al ejercicio fiscal 2018, se debe considerar que el acto impugnado  goza de presunción de legalidad, en términos de lo dispuesto en el numeral 248 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la cual debe ser destruida por la parte actora, y en el caso en concreto, debió justificar debidamente su afirmación en el sentido de haber efectuado el pago relativo al ejercicio fiscal 2018, lo cual no aconteció, máxime su manifestación expresa en relación al extravío del comprobante de dicho pago, por lo cual no justifica debidamente el pago efectuado, en relación al ejercicio fiscal en comento.

No obsta para arribar a la conclusión anterior, que la parte actora haya ofertado como DOCUMENTAL DECIMO QUINTO, la que hace consistir en la representación gráfica del comprobante fiscal digital por internet, factura de fecha 22 de febrero de 2018, que ampara la cantidad de $**********por concepto de anualidad por la concesión de servicios del ejercicio fiscal 2018, expedida por el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí; sin embargo, en los autos del presente expediente, a fojas 105, consta una copia certificada de un documento de fecha 22 de febrero de 2018, que no constituye un comprobante fiscal digital avalado ante el Servicio de Administración Tributaria, dado que no contiene los datos necesarios que permitan a esta Sala Unitaria verificar que el comprobante haya sido debidamente certificado, a fin de avalar la operación que en él se consigna, por lo que dicho documento ofertado al no reunir los requisitos formales que deben reunir los comprobantes digitales, en términos de lo previsto en el artículo 29-A del Código Fiscal de la Federación, no resulta apto para acreditar el cumplimiento de una obligación formal en materia fiscal, como lo es pago de la anualidad del ejercicio fiscal 2018 por la concesión de servicios; por lo tanto se coincide con lo determinado por la demandada, que determina el ejercicio fiscal 2018 como contribución omitida, al no acreditarse de manera fehaciente el pago correspondiente.
Por otra parte, en lo relativo al pago del ejercicio fiscal 2022, la parte actora señaló que la autoridad demandada se negó a recibir el pago de la contraprestación por dicha anualidad, lo que manifestó bajo protesta de decir verdad, por lo que solicitó a esta Sala Unitaria se ordenara a la demandada recibir el pago correspondiente, con sus contribuciones y accesorios, sin reconocer la procedencia del crédito fiscal determinado por dicho ejercicio fiscal, ofreciendo el billete de depósito ante institución de crédito, número**********, por la cantidad de $**********, importe integrado por la contribución determinada por la autoridad, su actualización inflacionaria y recargos correspondientes, solicitando se proveyera lo conducente para hacerse llegar el billete de depósito a la demandada a fin de aplicar la contribución relativa a dicha anualidad.
En relación a lo anterior, esta Sala Unitaria, mediante auto de diecisiete de febrero del año en curso, acordó que el billete de depósito quedaba a disposición de la autoridad demandada en esta Sala, ordenándose el resguardo del mismo en la caja de valores de este Tribunal.
La autoridad demandada mediante escrito recepcionado el 08 de marzo de 2023, ante la oficialía de partes de este Tribunal, en este sentido manifestó lo siguiente:

“…Manifestamos a este Tribunal, que independiente de multas y recargos aceptamos el pago correspondiente a la contribución del año 2022.”
Esta Sala Unitaria advirtió que, la autoridad omitió precisar a nombre de quién debía ser endosado el billete de depósito del 2022, por lo que se le requirió para tal efecto, y en cumplimiento la demandada precisó se endosara a favor del C. **********, quien mediante comparecencia ante este Tribunal el día nueve de mayo de dos mil veintitrés, se le hizo entrega a dicho autorizado del billete de depósito debidamente endosado, como se aprecia a fojas 165 del presente expediente.
De igual manera, la parte actora ofreció el billete de depósito número de folio**********, por la cantidad de $**********, por concepto de pago concesión de anualidad dos mil veintitrés, respecto del cual la enjuiciada precisó se endosara a favor del C. **********, quien mediante comparecencia ante este Tribunal el nueve de mayo del año en curso, se le hizo entrega al citado autorizado del billete de depósito en comento, conforme a la comparecencia que consta a fojas 165 del sumario en estudio.

Con base en lo anterior, se acredita que los billetes de depósito, por las cantidades que en los mismos se consigna, por parte del depositante**********., por concepto de pago por la concesión de servicios, de las anualidades 2022 y 2023, en favor del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, fueron recibidos por el autorizado de la enjuiciada, quien los recibió y firmó para constancia legal, en el acta de comparecencia mencionada, a la cual se le concede valor probatorio pleno, en términos de lo previsto en el numeral 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Mediante proveído de diecinueve de febrero de dos mil veinticuatro,  se tiene por exhibido un billete de depósito número**********, por la cantidad de $**********m.n.) expedido por el**********, respecto del pago de la contraprestación correspondiente al año 2024, en virtud de la medida cautelar positiva para efecto de que la demandada recibiera los pagos correspondientes a los años 2022 y 2023 por concepto de pago por la concesión de que se trata, quedando a disposición de la demandada el billete de depósito de mérito, ordenándose el resguardo del referido billete en la caja de valores de este Tribunal.
De igual manera, por auto de fecha veinte de febrero de dos mil veinticinco, se provee escrito de la parte actora, solicitando se requiera a la autoridad demandada a fin de recibir el pago correspondiente, por lo que se tiene por exhibido un billete de depósito número**********, por la cantidad de $********** m.n.) expedido por el**********, respecto del pago de la contraprestación correspondiente al año 2025, en virtud de la medida cautelar positiva para efecto de que la demandada recibiera los pagos correspondientes a los años 2022 y 2023 por concepto de pago por la concesión de que se trata, quedando a disposición de la demandada el billete de depósito de mérito, ordenándose el resguardo del referido billete en la caja de valores de este Tribunal.
Por su parte, la enjuiciada comparece mediante escrito recepcionado el seis de marzo de dos mil veinticinco, en el que precisó se endosara a favor de la C. **********, por lo que por auto de diez de marzo de dos mil veinticinco, se provee autorizando a la persona en mención, para que pueda recoger el billete de depósito, y quien mediante comparecencia ante este Tribunal el diecinueve de marzo del dos mil veinticinco, se le hizo entrega a la citada autorizada del billete de depósito en comento, conforme a la comparecencia que consta a fojas 201 del sumario en estudio.

Mediante proveído de veintisiete de febrero de dos mil veintiséis, se provee escrito de la parte actora, solicitando se requiera a la autoridad demandada a fin de recibir el pago correspondiente, por lo que se tiene por exhibido un billete de depósito número**********, por la cantidad de $**********m.n.) expedido por el**********, respecto del pago de la contraprestación correspondiente al año 2026, en virtud de la medida cautelar positiva para efecto de que la demandada recibiera los pagos correspondientes a los años 2022 y 2023 por concepto de pago por la concesión de que se trata, quedando a disposición de la demandada el billete de depósito de mérito, ordenándose el resguardo del referido billete en la caja de valores de este Tribunal.
Por su parte, la enjuiciada comparece mediante escrito recepcionado el nueve de marzo de dos mil veintiséis, en el que precisó se endosara a favor de la C. **********, por lo que por auto de dieciocho de marzo de dos mil veintiséis, se provee autorizando a las personas señaladas, para que puedan recoger el billete de depósito, y mediante comparecencia ante este Tribunal el diez de abril del dos mil veintiséis, se le hizo entrega al diverso **********el billete de depósito en comento, conforme a la comparecencia que consta a fojas 218 del sumario en estudio.

Con base en lo anterior, se acredita que los billetes de depósito, por las cantidades que en los mismos se consignan, por parte del depositante Apoderado de la moral denominada “**********.”, por concepto de pago por la concesión de servicios, de las anualidades 2022, 2023, 2024, 2025 y 2026 en favor del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, fueron recibidos por los autorizados de la enjuiciada, en los términos de los párrafos anteriores, quienes los recibieron y firmaron para constancia legal, en las actas de comparecencia mencionadas, a las que se les concede valor probatorio pleno, en términos de lo previsto en el numeral 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Ahora bien, respecto a la indebida determinación y cuantificación de los accesorios, como son las actualizaciones, recargos y multas, toda vez que guardan relación con la cuantificación de las obligaciones fiscales determinadas en el crédito fiscal, cuyo cálculo fue liquidado de manera incorrecta, al dejar de observarse la fecha de inicio de operaciones (28 de junio de 1993), lo que contraviene la cláusula primera del Convenio multicitado, y causa efecto en el cálculo de las obligaciones de pago de los ejercicios fiscales correspondientes, por ende el procedimiento seguido por la demandada para determinar el monto de los accesorios, siguen la misma suerte.
En ese orden de ideas, esta Primera Sala Unitaria determina que, los argumentos de impugnación que en esta sentencia se analizaron, resultaron parcialmente fundados, de acuerdo a los razonamientos legales expuestos, por lo que resultan suficientes para decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de la resolución determinante del crédito fiscal identificada con el número de oficio**********, de fecha diez de agosto de dos mil veintidós, emitida por el Tesorero Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, el cual se encuentra dirigido a la moral actora; documental que obra a fojas 50 a la 62 del expediente en el que se actúa, en virtud de que contiene una indebida motivación, conforme a las consideraciones legales expuestas en el presente considerando, actuando en contravención a lo establecido en el artículo 16 Constitucional, en concordancia con el artículo 46 fracción IV, del Código Fiscal del Estado, por lo que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el numeral 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luís Potosí.
Conforme a lo anterior, a juicio de la Magistrada Titular de esta Sala Unitaria, con fundamento en los artículos 249, 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luís Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la resolución determinante del crédito fiscal identificada con el número de oficio**********, de fecha diez de agosto de dos mil veintidós, emitida por el Tesorero Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, y por consecuencia su NULIDAD, dejándolo sin efecto legal alguno; conforme a las razones expuestas en la presente sentencia, por lo que se dejan a salvo las facultades discrecionales de la autoridad.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I,  III, y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 248, 250 fracción II, 251 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se,

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora acreditó parcialmente su acción y en consecuencia se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, y por consecuencia se decreta su NULIDAD, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando sexto de la presente resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. EDUARDO PEREDO GÓMEZ, que autoriza y da fe.- CONSTE. . (rúbricas)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
